El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
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Providencia:                             Sentencia de 19 de julio de 2017
Radicación Nro.

66001-31-05-005-2016-00021-01
Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Jesús Ángel Tangarife Soto  
Demandado:


Municipio de Pereira
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:
BENEFICIARIOS DE LAS CONVENCIONES COLECTIVAS.
En sentencia de 27 de junio de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Jesús Ángel Tangarife Soto en su calidad de trabajador oficial del Municipio de Pereira, cumplió con los requisitos establecidos en el punto 8 de la convención colectiva de trabajo suscrita entre esa entidad y el sindicato de sus trabajadores, sin que en nada incida que entre el 5 de diciembre de 1989 y el 10 de agosto de 1993 haya ostentado la calidad de empleado público, pues en todo caso de allí en adelante prestó sus servicios como trabajador oficial; por lo que al haber cumplido con los 20 años de servicios el 4 de diciembre de 2009, esto es, antes del 31 de julio de 2010, momento en el que dejó de tener vigor esa convención de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 2005, puede acceder a la prestación.
(…)
El Municipio de Pereira insiste en que el accionante no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación prevista en el punto 8 de la convención colectiva de trabajo suscrita entre ese ente y el sindicato de sus trabajadores, pues para el 1º de enero de 1991, cuando ella empezó a regir, él venía vinculado como empleado público, situación que se prolongó entre el 4 de diciembre de 1989 y el 10 de agosto de 1993.
(…)

No obstante, al revisar la totalidad del expediente, no obra prueba de la calidad de miembro del sindicato ni de beneficiario de la referida convención del señor Tangarife Soto, ni mucho menos de las condiciones necesarias para que ésta le fuera aplicable por extensión, en los términos del artículo 471 del C.S.T., al no haber demostrado que ese organización sindical aglutinaba más de la tercera parte del total de los trabajadores del Municipio de Pereira; motivo por el que no le era dable exigir el reconocimiento a su favor de beneficios de orden convencional.

Pero aún, si en gracia de discusión se obviara ese imprescindible supuesto, tampoco podría reconocérsele al demandante el derecho pensional reclamado, si se tiene en cuenta que el punto 8º de la Convención Colectiva del Municipio consagra que:

“Los trabajadores oficiales que hubieren ingresado al municipio de Pereira a partir del 1º de enero de 1990, tendrán derecho a la pensión de jubilación cuando cumplan todos los requisitos exigidos por la ley para tal efecto. Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al municipio de Pereira con anterioridad al 1º de enero de 1990, tienen derecho a su jubilación cuando cumplan veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, sin tener en cuenta la edad.” (Negrillas fuera del texto).

Y como no hay discusión entre las partes, respecto al hecho de que el señor Jesús Ángel Tangarife Soto ostentó la calidad de empleado público en el Municipio de Pereira entre el 5 de diciembre de 1989 y el 10 de agosto de 1993, y que solo tomó posesión del cargo de obrero a partir del 11 de agosto de 1993, en calidad de trabajador oficial; no existe duda en que la vinculación del actor como trabajador oficial fue posterior al año 1990, por lo que no resultaría posible reconocer la prestación económica que solicita, pues ello solo procedería si acreditara la totalidad de requisitos establecidos en la Ley, y nótese que de acuerdo a la información inmersa en la hoja de vida consignada al Departamento Administrativo de la Función Pública –fls.70 a 73-, él nació el 4 de agosto de 1957, por lo que los 62 años de edad exigidos actualmente en la Ley 797 de 2003 los cumple en la misma calenda del año 2019; razones por las que tampoco podría reconocérsele el derecho pensional reclamado.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecinueve de julio de dos mil diecisiete, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 27 de junio de 2016, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve el señor JESÚS ÁNGEL TANGARIFE SOTO en contra del MUNICIPIO DE PEREIRA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00021-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Jesús Ángel Tangarife Soto que la justicia laboral declare que como trabajador del Municipio de Pereira desde el 5 de diciembre de 1989 cumplió 20 años de servicios a su favor y que por ende reúne los requisitos establecidos en la Convención Colectiva de Trabajo suscrita entre el Municipio y el Sindicato de sus trabajadores el 13 de noviembre de 1990. Con base en ello aspira que se condene al ente territorial a que reconozca y pague la prestación económica desde el momento de su causación, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Fue vinculado a la Secretaría de Gobierno del Municipio de Pereira el 5 de diciembre de 1989 en calidad de bombero ayudante, funciones que desempeñó hasta el 5 de marzo de 1991, pues a partir del día siguiente y hasta el 12 de agosto de 1993 se estuvo desempeñando como bombero dependiente; desde el 13 de agosto de 1993 comenzó a realizar actividades en calidad obrero en la subsecretaría de obras públicas y a partir del 29 de mayo de 1998 como electricista, tareas que continuó realizando hasta el 31 de diciembre de 2014; la convención colectiva de trabajo suscrita el 13 de noviembre de 1990 y que entró en vigencia el 1º de enero de 1991, establece en su punto 8 que aquellos trabajadores que cumplan 20 años de servicios a favor del Municipio tendrán derecho a que se les reconozca la pensión de jubilación a cualquier edad; los 20 años de servicios exigidos en la norma convencional los cumplió antes del 31 de julio de 2010; el 13 de noviembre de 2015 presentó la reclamación administrativa ante el Municipio.

Al contestar la demanda –fls.41 a 47- el Municipio de Pereira aceptó casi todos los hechos relacionados anteriormente, menos el que señala que el actor cumplió con los requisitos previstos en el punto 8 de la convención colectiva de trabajo, argumentando que la misma no le es aplicable dado que para el momento en que empezó su vigencia esto es, el 1º de enero de 1991, el demandante ostentaba la calidad de empleado público, toda vez que sus servicios como bombero a favor del Municipio los prestó entre el 5 de diciembre de 1989 y el 10 de agosto de 1993. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho”, “Inexistencia de causa para demandar y cobro de lo no debido”, “Prescripción” y la “Innominada”.

En sentencia de 27 de junio de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Jesús Ángel Tangarife Soto en su calidad de trabajador oficial del Municipio de Pereira, cumplió con los requisitos establecidos en el punto 8 de la convención colectiva de trabajo suscrita entre esa entidad y el sindicato de sus trabajadores, sin que en nada incida que entre el 5 de diciembre de 1989 y el 10 de agosto de 1993 haya ostentado la calidad de empleado público, pues en todo caso de allí en adelante prestó sus servicios como trabajador oficial; por lo que al haber cumplido con los 20 años de servicios el 4 de diciembre de 2009, esto es, antes del 31 de julio de 2010, momento en el que dejó de tener vigor esa convención de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 2005, puede acceder a la prestación.
Como el retiro efectivo del accionante se presentó el 4 de diciembre de 2014, ordenó reconocer el disfrute de la prestación a partir de esa calenda, en cuantía mensual equivalente a la suma de $1.122.297, liquidada de conformidad con lo establecido en los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993. El número de mesadas anuales que reconoció fueron 12, ordenando cancelar la suma de $21.344.755 por concepto de retroactivo pensional causado entre el 4 de diciembre de 2014 y el 31 de mayo de 2016.
Inconformes con la decisión, las partes interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

El Municipio de Pereira insiste en que el accionante no tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación prevista en el punto 8 de la convención colectiva de trabajo suscrita entre ese ente y el sindicato de sus trabajadores, pues para el 1º de enero de 1991, cuando ella empezó a regir, él venía vinculado como empleado público, situación que se prolongó entre el 4 de diciembre de 1989 y el 10 de agosto de 1993.

Por su parte, el señor Jesús Ángel Tangarife Soto sostuvo que la liquidación de la pensión no puede hacerse con base en los términos establecidos en la Ley 100 de 1993, sino en los mismos términos en los que lo ha hecho el Municipio de Pereira en casos similares como el presente, esto es, reconociendo como monto de la mesada pensional el 100% del promedio de los salarios devengados en el último año de servicios.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Es beneficiario el señor Jesús Ángel Tangarife Soto de la convención colectiva de trabajo suscrita entre el Municipio de Pereira y el sindicato de sus trabajadores el 13 de noviembre de 1990 y que entró en vigor el 1º de enero de 1991?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Tiene derecho el accionante a que se le reconozca la pensión de jubilación que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
BENEFICIARIOS DE LAS CONVENCIONES COLECTIVAS.
Establece al artículo 470 del C.S.T. que las convenciones colectivas de trabajo suscritas entre empleadores y sindicatos cuyo número de afiliados no exceda de la tercera parte de sus trabajadores, solamente son aplicables a los miembros de la organización sindical que la haya celebrado, y a quienes adhieran a ellas o ingresen posteriormente al sindicato.

A su vez, prevé al artículo 471 ibídem, que en aquellos eventos en los que el sindicato que suscribe la convención colectiva tenga un número de afiliados que excedan de la tercera parte del total de los trabajadores de la empresa, las normas previstas en la convención se extenderán a la totalidad de trabajadores de ella, sean o no sindicalizados. 
Bajo esos parámetros y de conformidad con lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., quien pretenda hacer valer la condición de beneficiario de una convención colectiva en un proceso judicial, tiene la carga de probar que en efecto la misma le es aplicable. 

EL CASO CONCRETO

Según los documentos que se encuentran adosados a folios 61 a 69 del expediente, se encuentra que el señor Jesús Ángel Tangarife Soto: i) Se vinculó por medio de Decreto Nº 518 de 29 de noviembre de 1989 al Municipio de Pereira en calidad de empleado público en el cargo de Bombero Ayudante, el cual empezó a ejecutar desde el 5 de diciembre de 1989 cuando suscribió el Acta de Posesión Nº 487; ii) A partir del 11 de agosto de 1993 suscribe contrato de trabajo con el ente territorial demandado para cumplir funciones como obrero del Municipio; iii) El 29 de mayo de 1998 suscribe un nuevo contrato de trabajo con el Municipio de Pereira en el que se obliga a prestar sus servicios como electricista, el cual se extendió hasta el mes de diciembre de 2014.
Conforme con lo anterior, solicita el actor que se reconozca que es beneficiario de la convención colectiva de trabajo suscrita entre el Municipio de Pereira y el sindicato de trabajadores el 13 de noviembre de 1990 y que entró en vigencia el 1º de enero de 1990, la cual se observa a folios 11 a 21 del expediente con su respectiva nota de depósito.

No obstante, al revisar la totalidad del expediente, no obra prueba de la calidad de miembro del sindicato ni de beneficiario de la referida convención del señor Tangarife Soto, ni mucho menos de las condiciones necesarias para que ésta le fuera aplicable por extensión, en los términos del artículo 471 del C.S.T., al no haber demostrado que ese organización sindical aglutinaba más de la tercera parte del total de los trabajadores del Municipio de Pereira; motivo por el que no le era dable exigir el reconocimiento a su favor de beneficios de orden convencional.
Pero aún, si en gracia de discusión se obviara ese imprescindible supuesto, tampoco podría reconocérsele al demandante el derecho pensional reclamado, si se tiene en cuenta que el punto 8º de la Convención Colectiva del Municipio consagra que:

“Los trabajadores oficiales que hubieren ingresado al municipio de Pereira a partir del 1º de enero de 1990, tendrán derecho a la pensión de jubilación cuando cumplan todos los requisitos exigidos por la ley para tal efecto. Los trabajadores que hubieren iniciado la prestación de servicios al municipio de Pereira con anterioridad al 1º de enero de 1990, tienen derecho a su jubilación cuando cumplan veinte (20) años de servicios continuos o discontinuos, sin tener en cuenta la edad.” (Negrillas fuera del texto).

Y como no hay discusión entre las partes, respecto al hecho de que el señor Jesús Ángel Tangarife Soto ostentó la calidad de empleado público en el Municipio de Pereira entre el 5 de diciembre de 1989 y el 10 de agosto de 1993, y que solo tomó posesión del cargo de obrero a partir del 11 de agosto de 1993, en calidad de trabajador oficial; no existe duda en que la vinculación del actor como trabajador oficial fue posterior al año 1990, por lo que no resultaría posible reconocer la prestación económica que solicita, pues ello solo procedería si acreditara la totalidad de requisitos establecidos en la Ley, y nótese que de acuerdo a la información inmersa en la hoja de vida consignada al Departamento Administrativo de la Función Pública –fls.70 a 73-, él nació el 4 de agosto de 1957, por lo que los 62 años de edad exigidos actualmente en la Ley 797 de 2003 los cumple en la misma calenda del año 2019; razones por las que tampoco podría reconocérsele el derecho pensional reclamado.
En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 27 de junio de 2016.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 27 de junio de 2016, para en su lugar ABSOLVER al MUNICIPIO DE PEREIRA de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Los integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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